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			CAPÍTULO 1

			¿QUÉ SON LA CIENCIA POLÍTICA Y LA CIENCIA DE LA ADMINISTRACIÓN?

			BERNABÉ ALDEGUER CERDÁ

			Universidad de Alicante

			1. INTRODUCCIÓN

			El presente capítulo tiene como objetivo exponer, si bien de forma sucinta, introductoria y con un carácter divulgativo y accesible, los principales elementos constitutivos que permiten definir y caracterizar a la Ciencia Política y a la Ciencia de la Administración en términos teóricos y epistemológicos, por medio de la identificación de sus objetos de interés y de su proyección institucional, académica y profesional. Los párrafos subsiguientes abordan, pues, la condición del estudio científico de la política, consistiendo por tanto en un estudio introductorio acerca de la naturaleza epistemológica, académica, profesional y social de la Ciencia Política y de la Ciencia de la Administración, en tanto que actividades y disciplinas por medio de las cuales se accede a la generación de conocimiento científico sobre la realidad política y administrativa.

			Este capítulo tiene como propósito introducir al lector en el qué de la Ciencia Política y la Ciencia de la Administración, detallando: 1) su objeto de análisis, así como sus campos y temas de interés; 2) una presentación general del panorama institucional de la disciplina en cuanto a su reconocimiento formal, desde el punto de vista académico y profesional; 3) una identificación de los perfiles profesionales de la Ciencia Política y de la Ciencia de la Administración en el ámbito de la política y de la Gestión Pública; y, 4) una reflexión final sobre el papel de los/as politólogos/as en el ejercicio de la profesión y acerca de su contribución al mejoramiento de las condiciones éticas y deontológicas para el fortalecimiento democrático de las sociedades en las que aquellos/as llevan a cabo su actividad.

			Es obvio que la política se encuentra presente en todas y en cada una de las dimensiones en las que los seres humanos afrontan la resolución de los conflictos colectivos por medio de la adopción de decisiones vinculantes en el ámbito social y público. En este sentido, y a modo de esbozo inicial y preliminar, la Ciencia Política «es una disciplina académica que pretende descubrir, analizar y explicar de forma sistemática esta toma de decisiones, así como sus valores y puntos de vista subyacentes» (Stoker, 1997).

			2. EL OBJETO DE ESTUDIO DE LA CIENCIA POLÍTICA

			El propósito de la Ciencia Política viene dado por el estudio descriptivo, explicativo o interpretativo-evaluativo de los actores, las instituciones y los procesos sociales y políticos vinculados a las pautas de cambio y de continuidad en las relaciones colectivas de poder, cooperación y conflicto. Así pues, el interés de la Ciencia Política trasciende más allá de las manifestaciones formales y legales-constitucionales del poder y de la adopción de decisiones que se concretan en las estructuras y en los procesos del Estado, las administraciones y las instituciones que lo vertebran, a pesar del carácter central, pero no único, que el Estado representa en el conjunto del sistema político. En este sentido, la Ciencia Política se consolida y logra su identidad autónoma cuando consigue determinar su objeto de estudio y cuando, conforme a Caminal (1999), logra «distanciarse del Estado».

			En base a lo antedicho, cualquier investigación politológica tiene como objeto o tema de interés el estudio de la complejidad propia de las relaciones sociales que componen la realidad política, para cuyo conocimiento científico se legitima la Ciencia Política, por medio de diferentes materias y campos específicos en los que se desagrega (véase epígrafe 3: «Los campos de estudio de la Ciencia Política»). Si bien, los principales ámbitos de estudio de la Ciencia Política vienen dados por los objetos, los actores, las instituciones y los procesos vinculados a las distintas manifestaciones de la realidad política; a saber: los sistemas políticos, los gobiernos, las políticas públicas, la cultura política, los procesos políticos y el comportamiento político. Del mismo modo, uno de los ejes vertebradores de la disciplina corresponde al estudio operativo y/o normativo de conceptos tales como los de política, gobierno, Estado, soberanía, nación, poder, democracia, autoridad, orden, legitimidad, libertad, ciudadanía, representación, participación, interés público, tolerancia, liberación o bienestar, entre otros.

			En todas las comunidades humanas, propias de distintos ámbitos geográficos y épocas históricas, la inherente condición social del ser humano no exime de la aparición de potenciales o patentes conflictos cuya proyección pública requiere la adopción de decisiones colectivas y vinculantes para el conjunto de la comunidad. Así pues, en el seno de toda sociedad se articulan, de un modo más o menos conflictivo o cooperativo, multitud de ideologías1, valores e intereses, generando un conjunto variado y complejo de tensiones que el sistema político se ve impelido a gestionar y administrar, en un equilibrio permanente entre el cambio y la estabilidad. Los «contrastes y divisiones» presentes en cualquier comunidad social, en términos de Lipset y Rokkan, provocan «divisiones y oposiciones» a partir de los intereses divergentes en torno a los cuales se articulan los posicionamientos de los individuos y de los grupos que integran una colectividad dada. En este sentido, y de forma particular en el marco de las democracias representativas, los partidos políticos (entre otros actores políticos) «han servido como agentes esenciales de movilización y han ayudado a integrar comunidades locales en la nación o en una federación más amplia» (Lipset y Rokkan, 2007). Con todo ello, el concepto de conflicto, junto con el de poder, deviene en uno los objetos y ámbitos centrales de la Ciencia Política (Roiz, 1980), máxime en el marco de los sistemas democráticos, en los que, conforme a Lipset (1981): «la amenaza constante de que los conflictos de grupo, que son la savia de la democracia, se agudicen hasta el punto de amenazar con desintegrar la sociedad, es inherente a todos los sistemas democráticos. De ahí que las condiciones que sirven para moderar la intensidad de las luchas partidistas se cuenten entre los requisitos claves del gobierno democrático». Algunas de las fuentes estructurales de conflicto social para cuya gestión se legitima y articula la acción política son las divisiones religiosas, la desigual distribución en el acceso a los recursos económicos, sociales y políticos, las divergencias entre diferentes identidades nacionales, o las situaciones derivadas de las circunstancias en que operan discriminaciones por razón de género o etnia, entre otras.

			De acuerdo con Ross (1920) y Simmel (1958), la pervivencia y la estabilidad de los sistemas políticos depende sobre todo de la capacidad que éstos tengan para reaccionar ante las demandas y las exigencias procedentes del entorno, así como de las posibilidades y de los procesos que logre generar para integrar y canalizar de forma adecuada los conflictos institucionalizados. Esta circunstancia se hace más patente en el contexto de los Estados del bienestar, en los que la legitimidad del propio sistema político queda estrechamente vinculada a los «logros materiales» (Gallego, 2007) que el mismo sea capaz de conseguir satisfactoriamente. Dichos logros no sólo se refieren a la consecución de un conjunto de estándares socioeconómicos de bienestar, equidad y cohesión social, sino también a aquellos parámetros e indicadores vinculados al fortalecimiento democrático y a la protección de los derechos y las libertades fundamentales de la ciudadanía y de los colectivos en que aquella se articula en el ámbito de la sociedad civil.

			La eficacia del sistema político a la hora de absorber los retos, las exigencias y las demandas ciudadanas es decisiva para dar una adecuada resolución a los conflictos sociales y mantener, en última instancia, la estabilidad y la legitimidad del referido sistema político. En su caso, el «bloqueo del funcionamiento o mal funcionamiento, sobre la base de las normas existentes, de algunas estructuras y mecanismos o procesos cruciales del régimen […]» (Morlino, 1995) supondrá una quiebra de la democracia en términos de Linz (1996).

			Es precisamente la cuestión acerca de la configuración y la estabilidad de los sistemas políticos uno de los acontecimientos perentorios en el desarrollo de la Ciencia Política, como acontecimiento coadyuvante y simultáneo al estudio o análisis sistémico de la política por medio de la atención a las estructuras, las funciones y los procesos que conforman los distintos sistemas políticos, según la formulación enunciada por David Easton en su obra A Systems Analysis of Political Life (Easton, 1965)2.

			A partir de las diferentes funciones de los sistemas sociales (Parsons, 1951), y en base a la perspectiva cibernética expuesta por Deutsch (1986) respecto del sistema político, Easton (1965) formuló una noción sistémica de la política que trasciende al propio Estado como objeto central de la Ciencia Política y que, a partir de una orientación dinámica y no exclusivamente legalista y formalista, permite analizar la realidad política desde la perspectiva del proceso político (Nohlen, 2012)3.

			Destaca el interés por el cambio en y de los sistemas políticos. En este sentido, las investigaciones han tratado de identificar los factores que determinan o coadyuvan a los cambios en el seno del sistema político o del mismo en sí. La consideración acerca del cambio del propio sistema político supondrá una orientación o perspectiva de carácter estructural, abordando las transformaciones que eventualmente puedan operar sobre el tipo de sistema político, los fundamentos de su funcionamiento, así como la desintegración o absorción del mismo. Todo lo expuesto permite el estudio específico de las transiciones a la democracia, en virtud de los factores que las desencadenan y que contribuyen a su explicación, y entre los cuales destacan el estudio de la legitimidad y la eficacia como fundamentos de la estabilidad y la permanencia de las democracias.

			En el marco de la interacción entablada con otros sistemas extra e intrasociales (ambientes de carácter económico, internacional, social, cultural, psicológico o ecológico), el sistema político recibe un conjunto de demandas y apoyos (inputs, en forma de peticiones, noticias, solicitudes, conductas o protestas) que, en función de los intereses, las prioridades y los posicionamientos ideológicos de los distintos actores políticos, son procesadas por las autoridades públicas, generando decisiones vinculantes4 que tendrán un impacto sobre las realidades del contexto en forma de legislación o políticas públicas. Así, de acuerdo con Easton (2007), se describe un proceso de retroalimentación que: «consta de la elaboración de outputs por parte de las autoridades, de una respuesta de los miembros de la sociedad a estos outputs, de la comunicación a las autoridades de la información relativa a esta reacción y, por último, de las posibles resoluciones posteriores de las autoridades». Más allá de las instituciones de gobierno (parlamentos, gabinetes ejecutivos, tribunales de justicia u organismos administrativos), la noción de sistema político involucra a todas las estructuras en sus aspectos políticos, de tal suerte que conforme a Almond y Powell (1981): «cuando hablamos del sistema político nos referimos, pues, a todas las interacciones que afectan al uso (o la amenaza de uso) de la coacción física legítima».

			En el estudio de los sistemas políticos, destacan los siguientes apartados de interés, los cuales darán como origen a líneas concretas de análisis en el seno de la disciplina; a saber:

			— El estudio de las democracias, diferenciando de forma esencial entre su modalidad de democracia directa, en la que el cuerpo político ejerce el poder político de forma directa, y la democracia representativa, en la que concurre una delegación del poder en favor de un representante que, por medio de procesos electorales, adopta las decisiones colectivas vinculantes en nombre de los representados. Destacan los estudios sobre las nociones de la democracia, según los siguientes enfoques:

			• La democracia minimalista o procedimental, que centra la definición de la misma en la concurrencia de procesos electorales de naturaleza competitiva.

			• La poliarquía o democracia liberal de masas, en la que concurren factores más allá del meramente electoral, tales como la garantía de determinadas libertades civiles, amplios catálogos de derechos políticos para el ejercicio de la contestación, o la participación en el control del desempeño gubernamental, así como, de acuerdo con Diamond (1997), la libertad «de expresión y publicación de opiniones disidentes, libertad para formar organizaciones e incorporarse a ellas y buscar fuentes alternativas de información».

			• El enfoque que da cuenta de la existencia de diferentes grados de democratización, dando lugar a las seudodemocracias o semidemocracias de partido hegemónico, los regímenes competitivos autoritarios, como forma híbrida en un sistema con elecciones controladas por un gobierno que ejerce un evidente abuso de poder, las democracias orgánicas o los modelos desarrollistas.

			• Finalmente, el modelo deliberativo y discursivo atiende a la vertebración del espacio público, fomentando la participación directa y la inclusión ciudadana en los procesos decisionales como parte de un proyecto de regeneración democrática y fortalecimiento ético, configurando un conjunto de principios y procesos basados en, y dirigidos hacia, la calidad de la democracia.

			— Los sistemas no democráticos o autocráticos se basan en la anulación de cualquier lógica de competición, del principio de separación de poderes, o de los valores derivados del pluralismo político en la adopción de las decisiones colectivas.

			— En función del modo por el cual se designa la Jefatura del Estado, los sistemas políticos se diferencian entre:

			• Las Repúblicas (presidencialistas, semipresidencialistas o parlamentarias), cuya Jefatura del Estado es elegida por el pueblo, bien de forma directa, o bien de forma mediata a través de compromisarios o parlamentarios; y,

			• Las Monarquías, en las que la Jefatura del Estado es designada en base al principio hereditario en un linaje familiar históricamente dado, y que tras diferentes manifestaciones (monarquía absoluta, monarquía limitada y monarquía constitucional), se expresan en la actualidad, en el ámbito occidental, conforme a la modalidad de la monarquía parlamentaria, en la que: «el rey ya no conserva ningún poder de decisión, pues el centro de la dirección estatal ha pasado a manos del parlamento y, a través de éste, al gobierno» (Álvarez Conde, 2005).

			— En función de la separación funcional de los poderes, cabe diferenciar entre los siguientes sistemas políticos:

			• Los sistemas parlamentarios, en los que, en el marco de una flexible separación de poderes, el gobierno queda sujeto al control del parlamento que, ostentando la función legislativa y representativa, designa al ejecutivo, al cual controla por medio de la fiscalización del desempeño gubernamental y la posibilidad de revocar al presidente del gobierno por medio de la moción de censura, pudiendo este último disolver el parlamento o convocar cuestiones de confianza.

			• Los sistemas presidencialistas, en los que, estando vigente una separación rígida de poderes, el presidente, que ostenta la Jefatura del Estado y del gobierno simultáneamente, no forma parte del legislativo, como así tampoco ninguno de los miembros del gabinete ejecutivo, debido a la dual legitimidad de los poderes legislativo y ejecutivo.

			• Los sistemas semipresidencialistas, que distribuyen de forma dual las facultades del poder ejecutivo en el jefe del gobierno y en el presidente o jefe del Estado, elegido el primero por el parlamento y el segundo por el pueblo.

			— Según la estructura territorial del Estado, cabe diferenciar distintos modelos en función de cómo se distribuyen los poderes en distintos niveles territoriales de gobierno y administración, dando lugar principalmente a los Estados unitarios, a los Estados federales, o a las confederaciones.

			3. LOS CAMPOS DE ESTUDIO DE LA CIENCIA POLÍTICA

			Los campos o temáticas principales de estudio, en tanto que objetos y materias de interés para la Ciencia Política, vienen dados por las siguientes áreas o ítems:

			1) La historia de la teoría política, las ideas políticas y el análisis político. Estudio de los principales conceptos y teorías políticas desde una perspectiva histórica. La democracia en sus diferentes formas históricas y conceptuales (v. gr., democracia representativa, democracia directa), y las principales ideologías (v. gr., liberalismo, socialismo, comunismo, anarquismo, conservadurismo).

			2) La metodología de la Ciencia Política. Enfoques teóricos de la Ciencia Política. Producción, recopilación y análisis de datos, y su uso por medio de programas y software informáticos. Técnicas de investigación cualitativas y cuantitativas. Análisis comparativos y estudios de caso. Diseño e implementación de muestreos y trabajos de campo.

			3) La política interior. Estudio de la tipología, elementos constitutivos y funcionamiento interactivo de los componentes propios de los sistemas políticos.

			4) Las instituciones políticas a nivel local, regional, nacional o supranacional (v. gr., Unión Europea). Estudio de la regulación, competencias y composición de las instituciones representativas y legislativas (parlamentos), gubernamentales (gabinetes, consejos de ministros), así como de fiscalización y control financiero o constitucional (contralorías, contadurías, sindicaturas o tribunales de cuentas; y, tribunales o cortes constitucionales). La Jefatura del Estado. Las relaciones intergubernamentales y los estudios multinivel, de redes o efectos de las instituciones sobre los incentivos y desincentivos en los procesos de decisión y estrategias de los actores políticos.

			5) Los actores políticos. Las características y la lógica del comportamiento político y formas de participación política de los actores políticos individuales (ciudadanos) o colectivos: partidos políticos, lobbies y grupos de presión (sindicatos, patronales), élites políticas, medios de comunicación o movimientos sociales (pacifistas, ecologistas, feministas, entre otros).

			6) Las relaciones internacionales. Los procesos ligados a la globalización, estudio de las relaciones de conflicto, pacificación y democratización a la luz de las relaciones de cooperación o enfrentamiento, hostilidad y oposición entre gobiernos o grupos políticos y sociales. La estructura, el funcionamiento y la composición de las organizaciones internacionales de carácter intergubernamental y supranacional. La caracterización de la acción exterior de los Estados y regiones del mundo.

			7) La Ciencia de la Administración (véase el epígrafe sobre «La Ciencia de la Administración»).

			8) El análisis de las políticas públicas. Las fases o etapas del ciclo de las políticas públicas: la identificación, la definición, la planificación, la implementación y la evaluación de los programas y de las acciones de las políticas públicas. Análisis, estudio y comprensión de los procesos de adopción de decisiones en las políticas públicas, mediante el estudio de los recursos disponibles y necesarios, las redes de actores políticos, el ejercicio del liderazgo político e institucional, o las relaciones multinivel e intergubernamentales.

			Nohlen (2007) identificará, como subáreas que integran el corpus principal de la Ciencia Política, las siguientes:

			1) La teoría política, conformada por el estudio de la historia de las ideas (filosofía política); la teoría política moderna; y, la metodología en Ciencias Sociales.

			2) La política comparada.

			3) Las relaciones internacionales, incluyendo temas tales como: «la política exterior, las organizaciones internacionales, lo intergubernamental y —cada día más— lo intersocietal y, finalmente, lo supranacional, si nos referimos a procesos de integración» (Nohlen, 2007).

			TABLA 1

			La nomenclatura internacional de la UNESCO para los campos de Ciencia y Tecnología

			
				
					
					
				
				
					
							
							59 Ciencia Política

							5901 Relaciones Internacionales

							5901.01 Cooperación Internacional

							5901.02 Organizaciones Internacionales

							5901.03 Política Internacional

							5901.04 Tratados y Acuerdos Internacionales

							5901.05 Problemas de las Relaciones Internacionales

							5901.99 Otras (especificar)

							5902 Ciencias Políticas

							(ver 6112.03)

							5902.01 Política Agrícola

							5902.02 Política Cultural

							5902.03 Política Comercial

							5902.04 Política de Comunicaciones

							5902.05 Política Demográfica

							5902.06 Política Económica

							5902.07 Política Educativa

							5902.08 Política del Medio Ambiente

							5902.09 Política Exterior

							5902.10 Política Sanitaria

							5902.11 Política Industrial

							5902.12 Política de la Información

							5902.13 Planificación Política

							5902.14 Política Científica y Tecnológica

							5902.15 Política Social

							5902.16 Política de Transportes

							5902.99 Otras (especificar)

							5903 Ideologías Políticas

							5904 Instituciones Políticas

							5904.01 Poder Ejecutivo

							5904.02 Poder Judicial

							5904.03 Poder Legislativo

							5904.04 Relaciones entre los poderes

							5904.99 Otras (especificar)

							5905 Vida Política

							5905.01 Elecciones

							5905.02 Comportamiento Político

							5905.03 Grupos Políticos

							5905.04 Liderazgo Políticos

							5905.05 Movimientos Políticos

							5905.06 Partidos Políticos

							5905.99 Otras (especificar)

						
							
							5906 Sociología Política

							5906.01 Derechos Humanos

							5906.02 Lenguajes

							5906.03 Minorías

							5906.04 Raza (ver 6310.06)

							5906.05 Religión (ver 5101.10, 6301.10 y 7204.04)

							5906.06 Conflictos Sociales (ver 6310.10)

							5906.99 Otras (especificar)

							5907 Sistemas Políticos

							5907.90 Sistemas Políticos: Área Americana

							5908 Teoría Política

							5909 Administración Publica

							5909.01 Gestión Administrativa

							5909.02 Instituciones Centrales

							5909.03 Administración Civil

							5909.04 Servicios Públicos

							5909.05 Instituciones Regionales

							5909.99 Otras (especificar)

							5910 Opinión Pública

							5910.01 Información

							5910.02 Medios de Comunicación de Masas

							5910.03 Prensa (ver 3313.24)

							5910.04 Propaganda

							5910.99 Otras (especificar)

							5999 Otras Especialidades Políticas (especificar)

						
					

				
			

			

			FUENTE: Elaboración propia. Nomenclatura internacional de UNESCO para los campos de Ciencia y Tecnología.

			4. LA EVOLUCIÓN Y EL DESARROLLO DE LA CIENCIA POLÍTICA

			Los estudios impulsados en el marco de la Ciencia Política y de la Ciencia de la Administración, en un contexto científico, como el contemporáneo, marcadamente pluridisciplinario, recurren a los resultados académicos y de investigación obtenidos por diferentes disciplinas.

			De forma especial, conviene señalar las contribuciones de disciplinas tales como:

			— La Sociología, por medio de la teoría social, la Sociología política, o el estudio de la estructura y el cambio social.

			— La Economía, a través de la Economía política y la Economía del sector público.

			— El Derecho, en particular, el Derecho administrativo y el Derecho constitucional.

			— La Filosofía política5 y moral, a través del estudio del pensamiento político y de las ideas políticas a lo largo de la historia de la filosofía, y la generación de enfoques y planteamientos contemporáneos, como parte constitutiva de la teoría política.

			— La Historia social y política, así como el pensamiento político y del análisis político.

			— A las que otros autores añaden las relaciones internacionales (Cansino, 1999), así como la Psicología (Psicología social y Psicología política), la Antropología, la Geografía o la Estadística.

			Todos los campos antedichos se centran en unos propósitos y en unos objetos de investigación que se relacionan con las esferas públicas, así como en las proyecciones colectivas y sociales de la acción humana, tanto en la dimensión de las organizaciones políticas y administrativas, como en los ámbitos de la acción social y de la participación política no convencional.

			Aquello que permite caracterizar, identificar y definir a la Ciencia Política en tanto que tal ciencia es, sobre todo, el método del que se vale para alcanzar su propósito de analizar y estudiar, descriptiva y explicativamente, la realidad política. Se trata, pues, de una aproximación a la realidad de los hechos, de los actores y de los acontecimientos y los procesos políticos, a partir de un método científico o, lo que significa lo mismo, un estudio y un análisis científico de la política. En tanto que científico, el estudio de la política requiere de instrumentos y técnicas de investigación científicas apropiadas a la obtención de evidencias empíricas propias del objeto de estudio y análisis. Del mismo modo que la Ciencia Política, tal y como más arriba se ha detallado, la Ciencia de la Administración también pretende la comprobación de determinadas hipótesis de trabajo, relativas a las diferentes dimensiones y ámbitos ligados a las administraciones públicas, a la gestión y a la función pública, así como a los ciclos de políticas públicas.

			Los diversos modos de abordar la realidad política dan origen y se concretan, a su vez, en los diferentes enfoques, instrumentos y técnicas de investigación, por medio de los cuales se pretende abordar el estudio de la realidad política, y recopilar por ende la evidencia empírica ligada a ésta. El método científico constituye el medio y el proceso a través del cual se accede a la realidad política, garantizando la generación de conocimiento sistemático y exhaustivo sobre la misma, obteniendo, por medio de su implementación, la descripción, la explicación y la comprensión de los procesos y de los comportamientos políticos.

			

			TABLA 2

			Los instrumentos y las técnicas cuantitativas de investigación

			
				
					
					
				
				
					
							
							Las técnicas cuantitativas de investigación permiten el registro, la medición y el análisis de las observaciones obtenidas mediante registros numéricos. Las diferencias identificadas en los valores numéricos que adquieren las variables. La principal ventaja de tales técnicas radica en la posibilidad de obtener generalizaciones según los resultados obtenidos a partir de observaciones parciales de la realidad política. Además, es preciso diferenciar entre los estudios mecanicistas, a través de los cuales observar la existencia de una relación de causalidad entre dos variables; a saber: que una variable se dé (aparezca o exista) como resultado de la existencia o variación de otra variable (v. gr., desarrollo socioeconómico y democratización; o los efectos del carácter presidencial o parlamentario del sistema político sobre la estabilidad democrática); y los estudios probabilísticos, de otra parte, por medio de los cuales se mide, a través de estudios estadísticos de relaciones entre múltiples observaciones de distintas variables, la probabilidad de que un acontecimiento suceda en función de la existencia de condiciones previas, permitiendo de este modo obtener la probabilidad de que un sistema político democrático o autocrático se desestabilice o desaparezca como consecuencia de una situación de crecimiento o recesión económica en función de la renta.

						
							
							La principal expresión de las técnicas cuantitativas de investigación viene dada por los análisis estadísticos. La recopilación y análisis de observaciones cuantitativas permite visualizar los datos en función de los objetivos de investigación por medio de la generación de tablas y gráficos, así como a partir de relaciones estadísticas entre distintas variables, con objeto de evaluar la evidencia y analizar las hipótesis formuladas. Estadísticamente es posible analizar la correlación entre dos variables; es decir, si ambas variables tienen algo que ver (v. gr., conservadurismo y religiosidad), así como la intensidad de tal correlación por medio del coeficiente de correlación.

							Las encuestas son el instrumento de recopilación empírica de mayor relevancia en el ámbito de los estudios de comportamiento político o electoral, con propósitos profesionales o académicos. Las encuestas se desarrollan mediante cuestionarios cerrados en los que se contienen preguntas sobre determinados ítems o temas, con distintas opciones de respuesta prediseñadas. Excepcionalmente, se contempla la introducción de preguntas abiertas por medio de cuestionarios semiestructurados. Los cuestionarios pueden hacerse de forma personal, telefónica o por medio de correo postal y electrónico. Para realizar la inferencia más rigurosa posible e incrementar la precisión, las encuestas se basan en una selección representativa de casos por medio de muestras que se obtienen a través de un muestreo aleatorio simple (todos los individuos tienen una igual e independiente probabilidad de ser seleccionados), muestreo sistemático (escogiendo sujetos cada determinado número de una lista), muestreo aleatorio estratificado (teniendo en cuenta las características sociodemográficas de la población) o muestreo por conglomerados (cuando se selecciona a los individuos por medio de unidades —v. gr., barrios—). La estadística inferencial «sirve para inferir algo acerca de la población de la cual se extrajo la muestra, con base en las características de esta última» (Salkind, 1999). En ocasiones, el estudio de los comportamientos, las actitudes y las opiniones puede igualmente abordarse mediante estudios de panel que pretenden hacer un seguimiento de la evolución de tales comportamientos y actitudes a lo largo del tiempo, analizando las pautas de cambio y continuidad, así como los factores que subyacen y explican tales transformaciones diacrónicas.

						
					

				
			

			

			FUENTE: Elaboración propia. Aldeguer, 2014.

			TABLA 3

			Los instrumentos y las técnicas cualitativas de investigación

			
				
					
					
				
				
					
							
							Las técnicas cualitativas se basan en, y a su vez habilitan para, la identificación, caracterización y categorización de los atributos propios de la realidad política objeto de análisis, por medio del análisis sobre las características y los atributos de aquello que constituye el objeto central de la investigación.

							Éstas permiten, también, explorar aspectos tales como las interpretaciones subjetivas sobre la realidad política, el propio contenido de los discursos políticos, o el tratamiento de los conceptos e ideas políticas, propios de los estudios teóricos o normativos.

						
							
							La historia del análisis y el pensamiento político. El estudio de la historia del pensamiento y del análisis político se fundamenta en el estudio de los textos filosóficos de contenido político, tanto doctrinales y teóricos, como prácticos (manifiestos, constituciones, catálogos de acción política) a lo largo de la historia. No obstante, no sólo basta con el estudio de los textos, pues la metodología interpretativa requiere y precisa de un ejercicio que vaya más allá de los textos «[…] en la inextricable imbricación de estos textos con su contexto histórico y con la indagación de las intenciones del autor al escribirlos […]» (Sánchez Garrido y Martínez-Sicluna y Sepúlveda, 2011).

							Los grupos de discusión (focus groups). Tienen como objetivo analizar la expresión interactiva de diferentes participantes en un grupo, de no más de diez miembros, sobre un determinado tema y bajo la coordinación de un moderador neutral, que evitará la aparición de comportamientos que distorsionen e impidan la sinceridad y espontaneidad de los intervinientes. Con esta metodología interactiva, se estudian los significados subjetivos aportados a determinadas estructuras conceptuales o realidades sociales. Resulta importante el registro audiovisual de la correspondiente sesión con objeto de explorar, no tan sólo los discursos y contenidos expresados y registrados por medio de transcripciones literales, sino también los matices gestuales propios de la interacción y la comunicación no verbal. El muestreo cualitativo se realizará considerando la concurrencia de características y atributos que definan el perfil de los informantes según los intereses del investigador y los propósitos del estudio.

							Las entrevistas en profundidad (focus interview). Las entrevistas en profundidad pretenden indagar en los significados que los entrevistados (informantes) otorgan a los objetos y los procesos políticos en función de distintos condicionamientos vitales y percepciones subjetivas. Las entrevistas pueden ser estructuradas, mediante cuestionarios prefijados compuestos por preguntas cerradas, o bien desarrolladas a partir de cuestionarios y preguntas abiertas (no estructurados) o semiestructurados, que permiten la interacción entre el entrevistador y el informante, a partir de un armazón mínimo de contenidos a tratar, y con un cierto grado de flexibilidad que vendrá marcado por la particular relación interactiva entre el entrevistador y el informante. En lugar de explicar un comportamiento, se pretende comprenderlo a partir de las motivaciones, inquietudes y diferentes interpretaciones subjetivas acerca de una determinada cuestión. 

							Content and discourse analysis. Las técnicas cualitativas centradas en el análisis de contenido permiten analizar y comprender las estructuras de significado que subyacen en los textos y los discursos políticos más allá de su literalidad. Mediante el análisis interpretativo de los textos legislativos, escrutando la imbricación entre las exposiciones de motivos que legitiman un determinado articulado normativo, y la propia concreción de las disposiciones normativas que tratan de regular, por medio de una expresión jurídica, una situación o hecho social y político. La hermenéutica, en términos generales, permite comprender e interpretar los objetos y sujetos políticos a través de los significados latentes que dotan de sentido a las manifestaciones explícitas de cada realidad política. El análisis de discurso (discourse analysis) tiene como objetivo ir más allá del propio texto, tratando de interpretar los mensajes contenidos en un determinado contexto y en relación con otros textos. Todo discurso, así, va más allá de los diferentes textos que de forma aislada pueden identificarse. El engarce coherente de diferentes textos constituye un discurso. Las principales aproximaciones metodológicas al análisis del discurso vienen dadas por el estudio de los diarios, revistas y otros medios de prensa escrita; la televisión y las redes sociales; la retórica política; los debates; las entrevistas en profundidad; y los grupos de discusión. El análisis del discurso puede ser parlamentario, en base a las intervenciones realizadas en sede parlamentaria por parte de los cargos electos en su función representativa y legislativa; o programático. El frame analysis o análisis de marcos, desde una perspectiva gráfica, alude a los límites que permiten encuadrar una escena que, en lo político, viene dada por los significados e interpretaciones sobre la realidad política. La identificación y la definición de los problemas sociales de naturaleza política, por parte de los actores políticos, parten de principios y elementos básicos que sirven para mostrar una determinada visión de la realidad en base a ciertos esquemas ideológicos y actitudinales.

						
					

					
				
			

			

			FUENTE: Elaboración propia. Aldeguer, 2014.

			TABLA 4

			Los métodos comparativo y de estudio de caso en la Ciencia Política

			
				
					
					
				
				
					
							
							El método comparativo

						
							
							El estudio de caso

						
					

				
				
					
							
							«El estudio comparativo cross-national, de un número limitado de diferentes países o sistemas políticos, permite la descripción de contextos sociopolíticos, la generación de tipologías y clasificaciones, la construcción o verificación de hipótesis y teorías, o la predicción de posibles comportamientos, escenarios o acontecimientos (Hague et al., 1992). El método comparativo se sirve de tres metodologías de carácter cualitativo: la comparación macro-histórica, las entrevistas en profundidad y observación participante, así como el interpretativismo, la hermenéutica y la «descripción densa» (Landman, 2012). El análisis comparativo habilita para el examen paralelo de «las estructuras y los procesos políticos de diferentes sistemas políticos» (Vallès, 2004). La elección de los casos que servirán para el estudio comparativo constituye una de las tareas centrales y cruciales del proceso de investigación comparativa. El método de la diferencia selecciona los casos que comparten una homogeneidad en cuanto a las variables contextuales y con propiedades comunes, pero que presentan observaciones distintas de la variable dependiente como resultado de diferentes registros en las variables que se consideran explicativas, y que también difieren entre los casos. El método de la concordancia permite seleccionar y analizar tendencias comparativas entre casos en los que se da una misma observación de la variable dependiente, mientras que disponen de una totalidad de características y atributos diferenciados (heterogeneidad contextual), a excepción de uno de tales atributos, que siendo común permite ser identificado como la variable explicativa del acontecimiento y comportamiento (variable dependiente) que se estudia. En el estudio de las relaciones de causalidad por medio del método comparativo, es necesario diferenciar entre las causas o relaciones de causalidad necesaria y las de causalidad suficiente. Cuando ambas causas estén ausentes, el resultado o la variable dependiente no

						
							
							«El one-case study permite al investigador describir, explicar o interpretar un caso con total detalle y profundidad (Estado, región o componentes del sistema político —electoral, de partidos, administración pública o servicios públicos—), debido a la posibilidad logística de acceder a una gran cantidad de datos sobre los atributos, variables e indicadores. Siguiendo a Coller (2000): «Un caso es un objeto de estudio con las fronteras más o menos claras que se analiza en su contexto y que se considera relevante, bien sea para comprobar, ilustrar o construir una teoría o una parte de ella, bien sea por su valor intrínseco» (Coller, 2010). Los casos: 1) son objetos empírica y realmente delimitados; 2) son identificables, podemos abordar los límites del caso; 3) son convenciones, por cuanto son construcciones teóricas impuestas en el mundo; y 4) son construidos, en tanto que son construcciones teoréticas impuestas por el investigador en función del estudio y los propósitos de la investigación (Ackerly y True, 2010). Así: «[…] el término estudio de caso se utiliza para referirse a estudios que se centran en el análisis en profundidad de una sola unidad de análisis pero generalmente desde una perspectiva diacrónica, es decir, teniendo en cuenta variaciones temporales de las propiedades del caso que se estudia» (Anduiza, Crespo y Méndez, 2011). Mediante el método consistente en trazar a lo largo del tiempo tales casos, el investigador identifica cómo operan los mecanismos causales por medio de los cuales se explica la forma en que una variable independiente o conjunto de factores explicativos producen un resultado o variable dependiente (outcome variable) (Bennet, 1997). Los estudios de caso permiten al investigador: 1) ilustrar una idea, permitiendo generar o poner a prueba una determinada hipótesis; 2) explicar un proceso evolutivo a lo largo del tiempo desde una perspectiva longitudinal, identificando el comportamiento de las variables y la intensidad de las relaciones entre éstas; 

						
					

					
							
							se darán. Sin embargo, cuando la causa sufi ciente se da, el resultado siempre se produce, pudiendo darse o no cuando la causa suficiente queda ausente. Por otro lado, si la causa necesaria aparece, el resultado podrá no darse, pero si esta desaparece, en todos los casos desaparecerá y no se dará, el resultado o variable dependiente, por lo que sin aquella el efecto jamás se producirá».

						
							
							3) explorar cuestiones novedosas mediante un caso limitado; y 4) plantear cuestiones provocativas, generando propuestas teóricas alternativas mediante la formulación de hipótesis u ofreciendo propuestas críticas o de intervención, asesoría y consultoría política e institucional (Reinhartz, 1992). La principal ventaja del estudio de caso es que permite analizar en profundidad un caso, proceso, comportamiento o sistema político abarcando todas y cada una de sus características, atributos y componentes estáticos o temporales y dinámicos con el máximo grado de detalle. Si bien, ello lleva implícita la escasa y débil capacidad para la obtención de generalizaciones teóricas, con la consecuente limitación para generalizar y universalizar los resultados obtenidos desde un punto de vista teórico (Sartori, 1994; Mackie, T., y Marsh, D., 1997; Landman, 2012)».

						
					

				
			

			

			FUENTE: Elaboración propia. Aldeguer, 2014.

			TABLA 5

			Los enfoques de la Ciencia Política

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							

						
							
							Objeto de estudio

						
							
							Orientación metodológica

						
							
							Naturaleza 
de la teoría

						
							
							Concepción del Estado 
y de la política

						
							
							Posición dentro 
de la disciplina

						
					

				
				
					
							
							Teoría normativa

						
							
							Descubrir y aplicar conceptos morales a la esfera de las relaciones políticas y a la práctica de las mismas

						
							
							Analítico-deductiva. 

						
							
							Normativa. Evaluativa. Prescriptiva. 

						
							
							El paradigma liberal es el predominante, pero no el hegemónico. 

						
							
							Tradición arraigada. Si este enfoque responde a los retos planteados por el positivismo, el relativismo y el determinismo, tendrán un papel preponderante a la hora de abordar de forma rigurosa y documentada las opciones a las que se enfrenta el ser humano. 

						
					

					
							
							Institucionalismo

						
							
							Normas, procedimientos y organización formal del sistema político y su impacto en la práctica política. 

						
							
							Inductivo. Relativista. Cualitativo pero no en todos los casos. 

						
							
							Normativo. Prescriptivo. Evaluativo. Empírico. 

						
							
							Originariamente propugnaba un sistema de gobierno liberal democrático con una actitud conservadora hacia las reformas. En su variante moderna es explícitamente multiteórico. 

						
							
							El abandono de su perspectiva política tradicional y su creciente complejidad metodológica conceden a este enfoque un papel importante, que está supeditado al reconocimiento del carácter determinante del Estado para la política. 

						
					

					
							
							Análisis conductista

						
							
							Explica el comportamiento político a un nivel individual y agregado. 

						
							
							Suele utilizar datos agregados y análisis cuantitativos. En su versión moderna se reconoce el papel de la teoría en la producción de hipótesis. Insiste en que el propósito principal de la investigación es explicar lo que se observa. Trasfondo positivista. 

						
							
							Empírico. Casual. Capaz de generar predicciones falsables. 

						
							
							Abandona su pretensión originaria de una teoría libre de valores. En su vertiente moderna es explícitamente multiteórico. 

						
							
							Las exageradas pretensiones originarias del conductismo están dando lugar a un análisis más modesto y matizado. Su particularidad y empuje vienen dados por el compromiso primordial con la idea de causalidad y con una teoría empírica falsable. 

						
					

					
							
							Teoría de la elección racional

						
							
							Elecciones hechas en el ámbito social y político por individuos racionales que actúan según su propio interés. 

						
							
							Razonamiento deductivo que conduce a predicciones y a una teoría empírica. Trasfondo positivista. 

						
							
							Empírica. Predictiva. Prescriptiva. 

						
							
							Es el paradigma dominante en la nueva derecha pero no inherente a ella. En su vertiente moderna es explícitamente multiteórico. 

						
							
							Se instituyó como enfoque que aporta una forma útil de investigar las condiciones en la que se desarrolla la elección colectiva. Necesita desarrollar más su capacidad de abordar tanto la toma de decisiones en situaciones complejas o inciertas como las motivaciones no egoístas. 

						
					

					
							
							Feminismo

						
							
							Analiza el impacto del patriarcado con el propósito de cuestionarlo. 

						
							
							Relativista, a favor de los métodos cualitativos. Ataques a los métodos cuantitativos apelando a una metodología feminista alternativa. Búsqueda infructuosa e innecesaria. 

						
							
							Normativo. Prescriptivo. Evaluativo. Empírico. 

						
							
							Persigue la feminización del debate y la ampliación de la definición de lo político. 

						
							
							Enfoque reconocido de impacto limitado. Su potencial es grande si prescinde de los excesos del postmodernismo. 

						
					

					
							
							Análisis del discurso 

						
							
							Cómo los discursos —es-tructuras de significado— posibilitan ciertas acciones; cómo se producen, funcionan y cambian. 

						
							
							Relativista: difumina la distinción entre la esfera de las ideas y la de los objetos reales, considerando que todos los objetos y prácticas tienen significado sólo como pare de un determinado discurso. 

						
							
							Empírico. 

						
							
							Concede primacía a la política, ya que, al fin y al cabo, todas las prácticas surgen del choque entre fuerzas políticas que pretenden imponer sus ideas. Tendencia a las interpretaciones elitistas o marxistas. 

						
							
							En los márgenes de la ciencia política: lo lastra su alto nivel de abstracción y generalización en las explicaciones. Su principal contribución es el centrarse en la estructuración del significado social como acto político. 

						
					

				
			

			

			FUENTE: Marsh, D. y Stoker, 1997.

			La naturaleza científica de la Ciencia Política se ha desarrollado a través de la consolidación de una serie de métodos de investigación científica específicos, de forma diferenciada a los procesos analíticos de naturaleza legalista y jurídica de la perspectiva objetivo-institucional, el método especulativo y reflexivo de la Filosofía, o los instrumentos y técnicas propias de la historiografía. Esta circunstancia ha supuesto, y se ha debido, igualmente, al desarrollo de unos métodos y unas técnicas de investigación apropiadas, de manera propia y específica, para el estudio y la generación de conocimiento científico sobre la política. Todo lo antes mencionado ha implicado, a su vez, la paulatina afirmación de la Ciencia Política como una disciplina científica con una autonomía y entidad propia, desde el punto de vista, en consecuencia, de sus dimensiones en los ámbitos metodológico, profesional y académico. Esta evolución la conduce, pues, más allá de la tradicional atención prestada al deber ser de las cosas, según las teorías normativas o perspectivas subjetivo-ideológicas6 (Batlle, 2007); a saber: «no se trata ya de preguntarnos solamente sobre el gobierno justo, ni de proponer o explicar teorías normativas generales sobre el Estado y el gobierno, sino de estudiar, también, el proceso político, las instituciones, la Administración y el sistema político como un conjunto cohesionado» (Caminal, 1999).

			La evolución de la Ciencia Política, en el marco de la revolución conductista operada en los años cincuenta del siglo XX, con las aportaciones protagónicas de autores como Dahl, Lipset o Almond, supondrá la asunción, para sí, de instrumentos de investigación mayoritariamente cuantitativos, desde una perspectiva eminentemente empírica y descriptiva. Entre tales aportaciones, resulta preciso destacar la impronta, a partir de los años setenta del siglo XX, de los postulados economicistas que marcarán el desarrollo de los trabajos centrados en la elección racional, y que darían origen a la teoría económica de la acción política, en términos de Downs, o a los postulados que sobre la lógica de la acción colectiva desarrollaría Olson. Según esta aproximación, los actores políticos (ciudadanos, partidos políticos y gobiernos), en cada uno de sus comportamientos y acciones, tratan de maximizar, de forma racional, y bajo una lógica egoísta y utilitarista, el beneficio propio, maximizando la obtención de prestigio, poder o renta, con la mínima inversión posible de costes (información y tiempo). Frente a estas visiones, el modelo psicosocial del comportamiento político, postulado en la obra The American Voter, de Campbell, Converse, Miller y Stokes (1960), hará hincapié en la naturaleza emocional e irracional por medio de la cual opera, desde una perspectiva psicológica, el comportamiento político de las personas, no actuando, necesariamente, movidas por una estricta motivación personal y egoísta.

			Así, a modo de ejemplo, el estudio de la cultura política ha implicado la operacionalización de las variables y de los indicadores que permiten conceptualizar y medir las actitudes sobre las que se erigen los comportamientos políticos de los sujetos, y representan las orientaciones de los mismos hacia las acciones, las instituciones y los procesos políticos, como resultado de una interacción entre las historias individuales de las personas y la historia colectiva del sistema político (Pye, 1972). Destacan, entre otras, variables tales como la pertenencia a la comunidad política; la legitimidad; la confianza en el sistema político y sus instituciones; el interés por la política; la eficacia política subjetiva (interna y externa); los sentimientos hacia la política; la confianza interpersonal o social trust (Montero et al., 2008); la identificación partidista; la ideología; la evaluación de la situación política; o la religiosidad y la secularización.

			Contemporáneamente, la Ciencia Política no sólo se erige sobre un evidente eclecticismo metodológico, sino que afirma la importancia de considerar, simultáneamente, las aportaciones conceptuales, epistemológicas y metodológicas procedentes de enfoques tales como el normativo o el institucionalista, siendo en consecuencia la definición del objeto de estudio uno de los elementos fundamentales a la hora de aportar cohesión y entidad propia a la disciplina. De esta forma, a los trabajos centrados en el estudio de la cultura política cabe añadir los desarrollados al amparo de enfoques que destacan la importancia de las oportunidades y las restricciones que generan las instituciones, a la hora de condicionar el comportamiento de las personas y de los distintos actores políticos colectivos (partidos políticos, movimientos sociales, entre otros) (March y Olsen, 1984; Peters, 2003).

			La consolidación de la Ciencia Política y su institucionalización académica, como una disciplina científica autónoma centrada en el estudio sistemático de la realidad política y sus manifestaciones, resulta un acontecimiento relativamente reciente, en el momento en que la disciplina supera la interpretación hermenéutica y normativa del pensamiento y de las ideas políticas: «es decir, la Ciencia Política se limitaba a interpretar la historia del pensamiento político de los grandes filósofos occidentales, se reducía al análisis de sus ideas, a la persistencia, difusión y expresión de las mismas como fenómenos históricos» (Batlle, 2007).

			Si bien, ¿qué cabe considerar como institucionalización de la Ciencia Política? De acuerdo con Jerez (1999), por institucionalización de una ciencia cabría entender: «la creación de estructuras específicas por medio de las cuales tiene lugar la actividad intelectual de una disciplina, sus productos intelectuales son diseminados, sus patrones se mantienen, son socializados quienes ingresan en ella, y se otorgan o niegan sistemáticamente incentivos al trabajo intelectual, de acuerdo con criterios de calidad que evolucionan. Las estructuras más notables comprenden cursos, departamentos, bibliotecas y programas de licenciatura y postgrado que general reconocimientos y apoyos a disciplinas concretas. A estos aspectos universitarios de la estructura deben añadirse revistas y asociaciones profesionales, agencias de financiación y el invisible college de los colegas que trabajan en problemas afines, quienes usan estos instrumentos para coordinar sus esfuerzos y transmitirse claves unos a otros» (Jerez, 1999).

			A modo ilustrativo y elocuente, sirva de ejemplo el debate iniciado por Giovanni Sartori (2005), quien destacaría el antiinstitucionalismo cuantitativista de la actual Ciencia Política, al que la disciplina ha venido recurriendo, a juicio del célebre politólogo italiano, para definir y fundar su identidad. Frente a tales fundamentos, Colomer (2005) y Laitin (2005) formularán, en particular este último, una reflexión sobre la vitalidad de las implicaciones normativas y aplicadas de la Ciencia Política, destacando aportaciones tales como la Teoría de la Justicia (Rawls), el Teorema del Votante Mediano de Black, o el Proyecto Comparativo de Rokkan. Todo lo señalado anteriormente pone de manifiesto pues, y de acuerdo con Elster (1999), que, conforme a las obras de Rawls y Habermas, se impone la atención en ámbitos y conceptos tales como los de libertad, igualdad o la racionalidad de los actores, así como la democracia deliberativa, en tanto que paradigma basado en la superación de las tendencias tecnócratas, desafección ciudadana y crisis de legitimidad de los sistemas democráticos representativos, a partir de una participación directa de la ciudadanía, en el marco de una profunda regeneración democrática desde la sociedad civil.

			De acuerdo con lo expuesto, las principales corrientes que se definen en la Ciencia Política, en virtud del objeto central que cada una de las mismas considera, en tanto que legitimadores de la atención y estudio de la disciplina serían, de acuerdo con Jerez (1999):

			1) Las corrientes centradas en el Estado como objeto de la Ciencia Política.

			2) El poder y las relaciones de poder.

			3) La teoría de sistemas.

			4) El neocorporativismo.

			5) El neoinstitucionalismo, siendo, a juicio de Jerez (1999), en la actualidad, los campos más significativos de la disciplina contemporánea:

			1.º Los estudios empíricos;

			2.º La teoría política; y,

			3.º La teoría del Estado7 (Jerez, 1999).

			Siguiendo a Marsh y Stoker (1997), cabría identificar seis enfoques, entendidos estos como una combinación integrada sobre tres cuestiones fundamentales; a saber:

			1) El objeto principal de la disciplina.

			2) La metodología utilizada.

			3) La naturaleza del proceso de teorización.

			De acuerdo con ello, desde una perspectiva diacrónica basada en la evolución de la Ciencia Política, los autores determinan seis enfoques, los cuales «orientan a los politólogos hacia formas diferentes de abordar su disciplina»; en concreto:

			1) La teoría normativa.

			2) El institucionalismo.

			3) El análisis conductista.

			4) La teoría de la elección racional.

			5) La perspectiva feminista.

			6) La teoría del discurso (Marsh y Stoker, 1997) (véase tabla 5).

			5. EL PANORAMA DE LAS PRINCIPALES INSTITUCIONES ACADÉMICAS Y PROFESIONALES DE LA CIENCIA POLÍTICA

			En España, la reciente consolidación e institucionalización de la Ciencia Política y de la Administración como área de conocimiento, ha venido de la mano de su normalización académica en los diferentes procesos de implantación de sus estudios a nivel universitario, con el consiguiente despliegue a nivel profesional, doctrinal y, en el ámbito de la investigación, en particular, a partir de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 11/1983, de 25 de agosto, de Reforma Universitaria, por medio del Real Decreto, de 26 de septiembre de 1984, en cuyo catálogo relativo a las diferentes áreas de conocimiento, aparecerá la Ciencia Política. Será en este momento cuando se produzca el «despegue institucional y dinámica de expansión» de la disciplina (Jerez, 1999), como fase final de las cuatro etapas en que cabría sectorializar, temporalmente, la evolución de la Ciencia Política en España; a saber: 1) el período 1875-1939; 2) el lapso en que se produce la instauración de la dictadura franquista y la década de los años cincuenta del siglo XX; 3) la década de los años sesenta; y 4) finalmente, el período que abarca entre los años 1964 y 1984, siendo en esta última fecha cuando, como se ha señalado, se institucionalizará la disciplina en el ámbito de la legislación universitaria.

			Algunas de las entidades cuyo propósito central consiste en el impulso, la defensa y el desarrollo y promoción de la disciplina, a destacar, en el escenario español, son la Asociación Española de Ciencia Política y de la Administración (AECPA), o el Ilustre Colegio Nacional de Doctores y Licenciados en Ciencias Políticas y Sociología.

			— La Asociación Española de Ciencia Política y de la Administración (AECPA), fundada en el año 1993, se consagra a: «promover el desarrollo de la Ciencia Política y de la Ciencia de la Administración, fomentar sus investigaciones e impulsar la cooperación científica y profesional entre los investigadores, profesores, estudiosos y especialistas de la materia, desde un compromiso con la democracia y los derechos humanos (así como a) […] divulgar las actividades científico-políticas españolas en el extranjero y mantener relaciones con otras entidades de fines similares, tanto de carácter nacional como internacional» (art. 1.2 y 3, Estatutos de la AECPA).

			— El Ilustre Colegio Nacional de Doctores y Licenciados en Ciencias Políticas y Sociología, en tanto que Corporación Oficial de Derecho Público relacionada con la Administración General del Estado (AGE), constituida en el año 1953, y regulada en la actualidad en virtud del Real Decreto 2.826/1980, de 22 de diciembre, por el que se aprueban sus Estatutos: «es el superior órgano representativo nacional de la profesión, dotado de plena capacidad jurídica, cuya misión principal consiste en agrupar a los titulados en Ciencias Políticas y Sociología para la defensa y promoción de la profesión en todo el territorio nacional» (art. 1 de los Estatutos del Colegio Nacional de Doctores y Licenciados en Ciencias Políticas y Sociología). Asume, pues, la promoción de la profesión en el ámbito público y privado, las oportunidades profesionales de los/as politólogos/as y sociólogos/as y, en esencia, la defensa de la profesión por medio de sus intereses específicos.

			A nivel europeo, preponderan, como entidades en torno a las cuales se institucionaliza la Ciencia Política:

			— El European Consortium for Political Research (ECPR), queda configurado por medio de la membresía institucional de universidades, escuelas e institutos de investigación en Ciencia Política, y constituida sobre la base de distintos grupos permanentes de trabajo especializado (Standing Groups), en áreas tales como, entre otras: ciudadanía, estudio comparado de instituciones políticas; innovaciones democráticas; estudios europeos; extremismo y democracia; federalismo y regionalismo; estudios de género; derechos humanos y justicia transicional; identidad; inmigración y etnicidad; grupos de interés; relaciones internacionales; teoría y pensamiento político internacional; internet y política; política latinoamericana; política y gobierno local; crimen organizado; parlamentos; participación y movilización; economía política; geografía política; metodología de la Ciencia Política; partidos políticos; psicología política; representación política; sociología política; teoría política; violencia política; política y tecnología; opinión pública y comportamiento político en perspectiva comparada; gobernanza; religión y política; social network analysis; docencia y aprendizaje de la política; perspectivas teóricas en el análisis de políticas públicas; o política del bienestar y política social.

			— La Confederación Europea de Asociaciones de Ciencia Política (ECPSA), fundada en Berlín, en el año 2007, pretende armonizar las políticas públicas desarrolladas en el ámbito del nuevo Espacio Europeo de Educación Superior (EEES), respecto de la Ciencia Política, como una disciplina académica, pero también desde su proyección eminentemente profesional.

			— Así como, las principales asociaciones, a nivel nacional, de Estados europeos tales como, entre otras: la Società italiana di Scienza Política, constituida en el año 1981, tras haber sido fundada, previamente, en el año 1973, la Sezione Italiana di Scienza Politica en el seno de la Associazione Italiana di Scienze Politiche e Sociali); la Association Française de Science Politique; la Associação Portuguesa de Ciência Política; la Political Studies Association; la Swiss Political Science Association; la Austrian Political Science Association; la Association of Political Science in Bosnia and Herzegovina; la Croatian Political Science Association; Danish Political Science Association (DPSA); la Dutch Political Science Association (DPSA); la Finnish Political Science Association (FPSA); la German Political Science Association (DVPW); la Hungarian Political Science Association (MPTT); la Political Studies Association of Ireland (PSAI); la Lithuanian Political Science Association (LPA); la Polish Association of Political Science (PTNP); la Russian Political Science Association (RAPN); la Society for Political Sciences of Serbia (SPSS); la Slovac Political Science Association (SPSA); la Slovenian Political Science Association (SPOD); y, la Swedish Political Science Association (SWEPSA).

			En América Latina, la Asociación Latinoamericana de Ciencia Política (ALACIP), fundada en el año 2003, agrupa a las distintas asociaciones de cada uno de los Estados latinoamericanos, y se estructura mediante grupos de trabajo en las siguientes áreas: Comunicación Política y Comportamiento Electoral; Democratización en la América Latina; Estado, Instituciones y Desarrollo; Estudios del Ejecutivo; Género y política; Historia de la Ciencia Política en América Latina; Legislativos en América Latina; Opinión Pública, Comportamiento Político y Elecciones; Partidos y Sistemas de Partidos; Poder Judicial en América Latina; Política y gobiernos subnacionales en América Latina; Políticas Públicas; Religión y Política; y Seguridad Nacional, Seguridad Ciudadana y Estudio de Conflictos.

			En cada uno de los Estados de América Latina destacan, principalmente: la Asociación Colombiana de Ciencia Política (ACCPOL); la Asociación Chilena de Ciencia Política (ACCP, 1966); la Sociedad Argentina de Análisis Político (SAAP, 1982); la Asociación Uruguaya de Ciencia Política (AUCiP); la Asociación Peruana de Ciencias Sociales (APECS); la Associação brasileira de Ciência Política (ABCP); y, en México, la Sociedad Mexicana de Estudios Electorales (SOMEE), la Sociedad Mexicana de Ciencia Política y la Asociación Mexicana de Ciencias Políticas (AMECIP). Finalmente, con sede en el Reino Unido y en EEUU respectivamente, la Society for Latin American Studies y la Latin American Studies Association, son organizaciones referentes del ámbito anglosajón (británica y estadounidense) centradas en el desarrollo de estudios políticos sobre Latinoamérica.

			En el ámbito internacional, creada bajo los auspicios y el patrocinio de la UNESCO, la Asociación Internacional de Ciencia Política y de la Administración (International Political Science Association —IPSA, 1949—), se encuentra conformada, no sólo por medio de la membresía de profesionales, investigadores y académicos de la Ciencia Política a nivel individual, sino también a través de la pertenencia institucional a la misma, de las diferentes asociaciones nacionales de Ciencia Política y de la Administración, articulando su actividad a través de más de cincuenta comités y grupos de investigación (Research Committees) en las diferentes áreas o campos de la disciplina8.

			En EEUU y Canadá, la larga tradición de la disciplina, en términos de su institucionalización, permite identificar, como claros exponentes, la Asociación Americana de Ciencia Política (APSA)9, fundada en el año 1903, y, en Canadá, la Asociación Canadiense de Ciencia Política y la Quebec Society of Political Science.

			6. LOS PERFILES PROFESIONALES DE LA CIENCIA POLÍTICA

			Del mismo modo que la Ciencia de la Administración y la Gestión Pública trascienden la dimensión académica y doctrinal para proyectarse en el ámbito de la praxis administrativa, y en el desempeño y la gestión del sector público (véase el epígrafe sobre «Los campos de estudio y los perfiles profesionales de la Ciencia de la Administración»), la Ciencia Política habilita para el ejercicio específico de perfiles profesionales, tales como, entre otros, y de forma más destacada10:

			1) La cooperación internacional, como perfil propio de las relaciones internacionales, en la gestión de las organizaciones internacionales, tanto de naturaleza pública, como no gubernamental (ONG).

			2) El ejercicio activo de la actividad política, en el seno de instituciones políticas, tanto en el ámbito del poder ejecutivo (gobiernos), como del legislativo (parlamentos); así como la acción diplomática, de representación y de gestión a nivel internacional.

			3) La asesoría política, en partidos políticos, movimientos sociales, organizaciones del tercer sector (sindicatos, organizaciones empresariales, grupos de interés, ONG, entre otras), y órganos consultivos de las administraciones públicas.

			4) La consultoría en empresas y en organizaciones del sector privado vinculadas a las administraciones públicas y con áreas de acción en relación con el sector público, así como funciones de márketing político, de comunicación política y estudios de mercado.

			5) Investigación de la opinión pública y analistas políticos.

			6) Docencia e investigación de la Ciencia Política.

			7. LA CIENCIA DE LA ADMINISTRACIÓN

			La evolución de los paradigmas y de los objetos de interés y análisis para la Ciencia de la Administración ha dependido, en gran medida, de su paulatina y gradual independencia histórica con respecto al Derecho administrativo y a las Ciencias Sociales, y de su vinculación, aunque con una obvia autonomía, a la Ciencia Política, en tanto que esta última es la que: «[…] proporciona a la Ciencia de la Administración una unidad conceptual y metodológica; es desde la Ciencia Política donde pueden surgir enfoques que comprendan en la mayor parte de su extensión el fenómeno multidimensional que representa la administración pública» (Ballart y Ramió, 2000). Máxime, en tanto que la administración pública representa el gozne entre el Estado y la sociedad (Pierre, 1995), no resultando carente de cierta polémica y complejidad, la relación entre política, gestión pública y opinión pública (Pollit y Bouckaert, 2010).

			Para determinar qué y cuál es el objeto de la Ciencia de la Administración, resulta necesario identificar cuál es su objeto de estudio; a saber: la administración pública, entendida ésta como:

			1) Un ámbito diferenciado de la política, dada la indudable autonomía de la burocracia, pero con una serie de estrechos vínculos y relaciones con los acontecimientos, los actores y los procesos de la realidad política, que cuestionan la dicotómica versión weberiana sobre la distinción entre administración y política. A saber, «[…] política y administración son elementos complementarios de un fenómeno común que denominamos administración pública» (Ballart y Ramió, 2000).

			2) Como un ámbito, igualmente diferenciado, en este caso, de las lógicas de funcionamiento y de las estructuras, y de los procesos propios de las organizaciones del sector privado.

			En particular, la delimitación de las fronteras conceptuales y prácticas que cabe considerar entre el sector público y el sector privado ha dado como resultado una de las más fructíferas líneas de investigación y preocupación en el ámbito de la Ciencia de la Administración. Uno de los últimos debates al respecto se puso de manifiesto, especialmente, con la emergencia del paradigma que representa la «Nueva Gestión Pública» (NGP), en virtud del cual se preconizó la idoneidad de introducir los métodos y las técnicas propias de la gerencia privada y de los principios de la gestión empresarial, en el ámbito del sector público y de los servicios públicos. Basada en los principios mercantilistas y economicistas de la eficacia, la eficiencia y la economía en la gestión, la ordenación y la implementación de los servicios públicos, y en el ejercicio de la actividad gerencial pública, la NGP implica: «[…] la puesta en marcha de un rediseño del sector público que lo alinea al sector privado. La aproximación público-privada o la introducción de técnicas de la gerencia privada en el sector público e introducir en el sector público las condiciones de funcionamiento del sector privado» (Olías de Lima, 2001)11.

			De la NGP se derivarán algunas propuestas identificadoras y propias, tales como: la reducción del tamaño del sector público, la descentralización de las organizaciones; las jerarquías aplanadas; la ruptura del monolitismo y la especialización; la desburocratización y competencia; el desmaletamiento de la estructura estatutaria; la clientelización12; la evaluación; y el cambio de la cultura (Olías de Lima, 2001). De este modo, la NGP ha servido de legitimación para la puesta en marcha de programas de reforma y de redimensionamiento del sector público, en su pretensión por transformar la «capacidad interventora y reguladora del Estado» por medio, entre otros modos, de las privatizaciones13 (Valdivieso, 2001).

			Si bien, en la actualidad, y a partir de obras de referencia como las de Denhardt y Denhardt (2003), The New Public Service. Serving, not Steering, se ha procedido a una revisión de los resultados que se han derivado como consecuencia de tres décadas de vigencia de la NGP, no sólo a nivel doctrinal y teórico, sino en el ámbito práctico de la gestión pública en numerosos sistemas políticos y administrativos del mundo. De este modo, el Nuevo Servicio Público (NSP), en tanto que una corriente o paradigma doctrinal sobre la administración y la gestión pública, evalúa el impacto de la NGP en términos de cohesión social y estándares de democracia (Rose, 1998), y destaca la importancia de la participación ciudadana, el fomento y la defensa de la democracia y los valores democráticos, así como el fortalecimiento de la cohesión social, en tanto que parámetros centrales y principios teleológicos de los servicios públicos (Albaladejo, 2013). La extensión y los límites en los que opera la capacidad de acción de las administraciones públicas, ha supuesto, por tanto, uno de los elementos decisivos al albur de los que la Ciencia de la Administración ha venido desarrollándose y revisando su campo y sus temas de interés.

			La Ciencia de la Administración se define, siguiendo a Canales Aliende (2002), como la ciencia que: «estudia la configuración, las formas de actuación de las administraciones públicas, su legitimación y control; así como las múltiples manifestaciones del conflicto tanto en el seno de las mismas (especialmente con sus empleados), como con su entorno social». La Ciencia de la Administración se ocupa, pues, de uno de los elementos fundamentales y caracterizadores del Estado moderno; a saber: la burocracia (Pasquino, 1988), aunque su institucionalización ha requerido definir su autonomía con respecto a disciplinas tales como, fundamentalmente, el Derecho administrativo (Beltrán, 1990) y, en general, las perspectivas formalistas, legalistas y jurídicas (Capo, 1990). Según Baena del Alcázar (2000): «La Ciencia de la Administración es, por tanto, la parte o rama especializada del sistema político que estudia el subsistema administrativo, con el enfoque peculiar de éste, analizando sus relaciones con los demás elementos del sistema político».

			En esencia, la Ciencia de la Administración encuentra, como objeto de su análisis y estudio, todas aquellas dimensiones de una organización pública tales como: el entorno; los objetivos; la estructura administrativa; los recursos humanos; los recursos tecnológicos, financieros y materiales; y los procesos administrativos presentes en los ámbitos de las organizaciones públicas; a saber: el teórico, el sociotécnico, el de control y mejora, y el político-cultural (Ramió, 1999).

			La Ciencia de la Administración, más allá de una aproximación formal y legal, o de monopolio juridiscista de las instituciones públicas y las administraciones públicas (Ballart y Ramió, 2000), centra su atención en el ámbito en el que se lleva a cabo la adopción de decisiones, entre las diferentes alternativas, de una parte; y, por otro lado, en: «las relaciones entre los agentes que cooperan en actividades de producción e intercambio (problema de la organización)» (Albi et al., 2000).

			Por gestión pública cabe entender, a su vez, de acuerdo con las siguientes acepciones: «[…] la actividad de funcionarios y políticos; puede referirse a las estructuras y procedimientos de gobierno (por ejemplo, el empleo del modelo de gestión total de la calidad o del presupuesto por objetivos); o bien, puede hacer referencia al estudio de estas actividades o de estas estructuras y procedimientos» (Pollit y Bouckaert, 2010).

			Y es que, a pesar de la fuerte impronta del Derecho administrativo, y de la Psicología y la Sociología de las organizaciones en menor medida, en los estudios propios de la administración pública, y de forma particular en algunos países europeos, la Ciencia de la Administración ha venido definiendo, paulatinamente, no sólo su objeto de estudio, sino también sus instrumentos de aproximación metodológica a las administraciones públicas.

			Conforme a Ballart y Ramió (2000): «[…] el concepto de administración pública debe ser revisado para alejarlo de los aspectos formales y hacer más hincapié en la función de gestionar o de administrar el interés público».

			Habría que considerar, también, la diferencia entre las lógicas de funcionamiento y las metas, para cuya consecución se legitima la propia existencia y la configuración de las administraciones públicas, sujetas, entre otros, a principios constitucionales tales como los de eficacia, cooperación, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, en la Constitución española de 1978. La satisfacción del interés general y el servicio público legitiman a las administraciones públicas, en tanto que «ninguna otra forma organizativa está llamada a cumplir objetivo más noble que el que la administración persigue, servir al interés colectivo de la comunidad en toda su complejidad» (Llorente y Polo, 2002).

			Siguiendo a Canales Aliende (2002), los temas principales de interés de la Ciencia de la Administración son: la teoría de la administración pública; la historia de la administración; la historia del pensamiento administrativo; los sistemas administrativos comparados; la burocracia pública; las instituciones administrativas; la planificación y la presupuestación públicas; la modernización administrativa, máxime cuando, de acuerdo con Olías de Lima (2002): «El entorno de las administraciones públicas se ha hecho inestable, fragmentario y cambiante. Cuanto más inestable es el ambiente, mayores son los aspectos que deben controlarse y mayores las necesidades de información. En estas condiciones, una actuación pasiva de los miembros de la organización impide la comprensión del entorno y la adaptación de la acción a las nuevas circunstancias» (Olías de Lima, 2002); el márketing público; la dirección pública; la gestión pública, entendida como, a diferencia de la gestión privada, el «conjunto de reglas y decisiones dirigidas a incentivar y a coordinar acciones», en la consecución de «metas colectivas y se desenvuelve en el marco de unas restricciones jurídico-políticas peculiares» (Albi et al., 2000); la gestión y la productividad de los servicios públicos; la organización y los procedimientos administrativos; la gestión de recursos humanos; el control y la evaluación; la información, la documentación y la comunicación administrativas, teniendo en cuenta que la información y la comunicación deviene: «en uno de los factores internos más importantes para el buen funcionamiento y pervivencia de las organizaciones tanto públicas como privadas, por ser un factor o recurso estratégico que permite implantar la innovación y el cambio organizativo» (Pastor Albaladejo, 2001); la participación administrativa; y la ética pública.

			Derlien (1992) identifica como campos de estudio e interés de la Ciencia de la Administración: la estructura administrativa, la actividad presupuestaria, los procedimientos institucionales de la adopción de decisiones y las políticas de personal. Por su parte, Dror (1989) identificará como temas de investigación de ésta, los siguientes:

			«1. El estudio de las políticas públicas (al menos en sus fases de ejecución y evaluación).

			2. El comportamiento organizativo y sus variables.

			3. La información organizativa en las decisiones.

			4. Las operaciones organizativas de más alto nivel.

			5. Las técnicas relativas a las operaciones de ejecución.

			6. Y algunas ideas y conocimientos sobre organizaciones creativas» (Dror, 1989).

			8. LOS PERFILES PROFESIONALES DE LA CIENCIA DE LA ADMINISTRACIÓN

			La Ciencia de la Administración y la gestión pública como parte de aquella entroncan con la propia praxis de las organizaciones, las instituciones y las administraciones públicas. La Ciencia de la Administración ofrece, pues, no sólo un importante bagaje doctrinal sobre la teoría de las organizaciones y de las administraciones públicas, así como del pensamiento administrativo, sino que se ubica en la base de la propia acción práctica profesional, en tanto en cuanto tiene que ver con las instituciones políticas y administrativas de distinto nivel, a saber:

			1) La gestión de servicios públicos14, los procesos administrativos, los recursos humanos, financieros, contables y presupuestarios, además de la gestión de organizaciones públicas de distinto nivel territorial (local —municipal y provincial—, regional o autonómico, nacional, supranacional —UE— e internacional), tales como: entidades del tercer sector, entidades públicas empresariales u organismos autónomos.

			2) La definición de problemas, la planificación, la implementación y la evaluación, en suma, la gestión y el análisis de políticas públicas, de planes estratégicos y de programas de acción e intervención pública en el ámbito de las administraciones públicas y de la sociedad civil (Pastor Albaladejo, 2014).

			3) La creación de cuerpos de élite y técnicos de gestión de las administraciones públicas en los diferentes niveles de la función pública, proveyendo capacitación acorde a un funcionario contemporáneo que más allá del perfil jurista, sea: «[…] ante todo un administrador o gestor público en el preciso sentido del término, y que además de los conocimientos y experiencias en administraciones públicas, tenga una especial sensibilidad hacia lo sociopolítico, y que posea además un profundo sentido finalístico y valores de su actividad o ética pública» (Canales, 2002). Cuerpos técnicos vinculados al ejercicio de las funciones de control y fiscalización atribuidas a órganos tales como los tribunales de cuentas o sindicaturas de cuentas, así como las funciones de gestión, inspección, recaudación e intervención en la seguridad social o la gestión presupuestaria y contable pública.

			4) Asesoría y consultoría de carácter técnico asistencial.

			5) La dirección y la gestión de las organizaciones del tercer sector.

			6) La dirección y la gestión de los servicios sociales, así como de entidades y fundaciones privadas sin ánimo de lucro.

			7) Docencia e investigación de la Ciencia de la Administración.

			9. EL PANORAMA DE LAS PRINCIPALES INSTITUCIONES ACADÉMICAS Y PROFESIONALES DE LA CIENCIA DE LA ADMINISTRACIÓN

			En el caso concreto de España, la institucionalización y el desarrollo de la Ciencia de la Administración, siguiendo a Canales Aliende, vendría dada por los siguientes hechos15: «la existencia en la actualidad de una pluralidad de centros docentes universitarios dedicados al estudio de esta materia […]; la importancia creciente que a nivel teórico, pero con incidencia y aplicaciones prácticas innegables, tiene el estudio de las relaciones intergubernamentales e interadministrativas, así como el análisis y la evaluación de las políticas públicas; la creación de las diplomaturas y grados en gestión y administración pública […]; la actualización y la modernización de los planes de estudios aprobados por las distintas universidades […]; la existencia de doctorados de calidad en Ciencia Política, políticas públicas, y gobierno y administración pública, en varias universidades; la creación el 5 de abril de 1993 de la Asociación Española de Ciencia Política y de la Administración […]; la revista Gestión y Análisis de Políticas Públicas, editada por el INAP, cuyo primer número fue publicado en septiembre-diciembre de 1994 […]; la proliferación y la difusión de publicaciones, tanto en libros como en distintas revistas, de temas relacionados con el objeto de estudio del Área de conocimiento; la descentralización y territorialización del inicial Colegio Nacional de Doctores y Licenciados en Ciencias Políticas y Sociología […]; el número de docentes e investigadores existentes, que si bien no alcanza el ideal de las universidades de los países más relevantes (USA y Canadá), parece que no desentona con la situación de otros países cercanos (Francia o Italia), como señala Jerez (1999)» (Canales, 2002).

			El estudio de la administración pública se identifica, pues, como uno de los campos de investigación y estudio de la Ciencia Política (Sartori, 1998), de acuerdo con lo establecido por la UNESCO respecto de las Ciencias Sociales. De este modo, por tanto, la Ciencia de la Administración, con una metodología, un enfoque y unos propósitos específicos en el seno de la Ciencia Política (Bañón, 1997), se ocupa de uno de los subsistemas propios del más amplio espectro y dimensión del sistema político en su conjunto; a saber: el subsistema administrativo (Baena del Alcázar, 2000), en tanto que componente fundamental del sistema político.

			De hecho, la relación obvia entre la administración pública y la política, desde una perspectiva conceptual y como presunción teórica, impone la vinculación metodológica y epistemológica existente entre la Ciencia Política y la Ciencia de la Administración. De este modo, la Ciencia de la Administración, centrada en el estudio de la administración pública, y con una evidente autonomía y entidad propia, queda estrechamente vinculada a la Ciencia Política por cuanto resultan difícilmente escindibles las siguientes dimensiones: 1) por un lado, el plano de la adopción de las decisiones políticas que se desarrolla en el ámbito de la política; y 2) por otra parte, el plano de la ejecución y la acción de tales decisiones políticas por parte del aparato administrativo y de las organizaciones que conforman el sector público16, en un complejo entramado de relaciones entre los propios actores políticos y los técnicos titulares de las funciones y competencias administrativas, en conjunción con la propia sociedad civil y el propio sector privado.

			En tanto que engarce entre la Ciencia Política y la Ciencia de la Administración, cabe también destacar el estudio y el análisis de las políticas públicas, pues ambas se ocupan de este relevante campo aunque en períodos distintos; a saber: la Ciencia Política en: «[…] las fases o etapas de negociación, preparación de la decisión, adopción de la decisión y formulación de éstas»; y la Ciencia de la Administración en: «[…] la asignación de recursos, la implementación, y la evaluación» (Canales, 2002).

			En el ámbito de las asociaciones y de las organizaciones de Ciencia de la Administración a nivel internacional destacan, entre otras: el International Institute of Administrative Sciences, y la World e-Governments Organizations of Cities and Local Governments. A nivel regional, en el ámbito de América del Norte, cabe destacar la American Society for Public Administration, así como el Institute of Public Administration of Canada (IPAC), y en America Latina el Centro Latinoamericano de Administración y Desarrollo (CLAD), entre otras.

			Finalmente, la Ciencia de la Administración cuenta en España no sólo con los distintos grupos y áreas de trabajo en el seno de la AECPA relativas a la disciplina, sino una proyección igualmente relevante en el ámbito de la investigación universitaria, académica y aplicada. Y, así, cabría citar, entre otros: el Instituto Complutense de Ciencia de la Administración (ICCA) de la Universidad Complutense de Madrid (UCM), el Instituto de Política y Gobernanza de la Universidad Carlos III de Madrid (UC3M), el Instituto de Gestión Pública de ESADE, el Instituto Universitario de Gobierno y Políticas Públicas de la Universidad Autónoma de Barcelona (UAB); o, el Observatorio Lucentino de Administración y Políticas Públicas Comparadas de la Universidad de Alicante (UA).

			La Ciencia de la Administración, a través del campo específico del análisis de las políticas públicas, habilita para la disposición de diversos métodos de investigación analíticos y de intervención desde una orientación empírica basada, no sólo en la perspectiva descriptiva y analítica, sino en la identificación de los problemas públicos y el establecimiento de soluciones a los mismos (Derlien, 1992). En base a tales consideraciones mencionadas anteriormente, la Ciencia de la Administración permite establecer los modos más eficaces para la resolución de los problemas propios de las administraciones públicas y de las sociedades en que aquellas se incardinan, generando un bagaje de conocimiento específico, sistemático y riguroso que sirva para mejorar las herramientas, los modos, las metodologías y las estrategias de intervención pública. Máxime cuando, en virtud del carácter contingente de las organizaciones públicas, no sólo basta con considerar el estudio exhaustivo de sus estructuras, procesos y problemáticas específicas, sino que resulta igualmente preciso abordar «[…] el conocimiento de todo el contexto histórico, político y social que debe tenerse en cuenta para no afrontar dichos problemas, desarraigando su tratamiento de la situación del conjunto de la sociedad» (Baena del Alcázar, 2000).

			Con respecto a la naturaleza aplicativa de la Ciencia de la Administración, cabe señalar que, ya en 1887, el propio Wilson, en el célebre artículo The Study of Administration, se referiría a la noción de «buena administración» desde una perspectiva normativa, de modo que siguiendo a Canales Aliende: «[…] es necesario que la Ciencia de la Administración ofrezca soluciones positivas, integrando el cuerpo teórico del estudio de las relaciones administrativas con los aspectos prácticos de la gestión» (Canales, 2002). En suma, «la Ciencia de la Administración ha de ser una ciencia aplicada, es decir, debe dar lugar a resultados prácticos y enseñar cómo se administra» (Baena del Alcázar, 2000).

			10. UNA APROXIMACIÓN A LA TEORÍA NORMATIVA EN LA CIENCIA POLÍTICA Y AL PAPEL DE LOS/AS POLITÓLOGOS/AS EN EL EJERCICIO DE LA PROFESIÓN

			Más allá de la descripción de la realidad política y administrativa a través de los instrumentos y de las técnicas de investigación específicas por medio de las que operan, tanto la Ciencia Política como la Ciencia de la Administración se proyectan también en el ámbito de la práctica política y administrativa, involucrando de esta forma al experto que, como académico o profesional, ejerce las distintas expresiones y facetas de las disciplinas.

			En este punto, no se trata exclusivamente de identificar las posibilidades que la Ciencia Política y la Ciencia de la Administración ofrecen en la capacitación y la configuración de los distintos perfiles profesionales a los que faculta en el ámbito de las administraciones públicas de distinto tipo y nivel territorial, según se ha expuesto en los epígrafes 6 y 8. Cabe referirse, además, a la propia capacidad para ofrecer propuestas dirigidas al fortalecimiento de la democracia, el fomento de mejores y más sofisticados estándares de ética pública y, en general, el mejoramiento de las condiciones de vida de las sociedades y del rendimiento de los sistemas políticos.

			En el marco de las teorías normativas, centradas, como se ha visto, en el deber ser y no tan sólo en la constatación descriptiva de los procesos, los actores y las realidades políticas (el ser de la política y sus diversas manifestaciones), la Ciencia Política y la Ciencia de la Administración concretan también su propósito de ofrecer proposiciones resolutivas ligadas a los principales componentes y manifestaciones de la política, en el marco de las llamadas teorías evaluativas (Stoker, 1997).

			En tanto que objetos de estudio, la condición normativa de la Ciencia Política radica igualmente en la identificación de distintos conceptos; tales como, entre otros, los términos y nociones de utilidad, libertad, justicia, igualdad, lo correcto y lo justo, el contrato social, el papel de la religión en la política, la cohesión social, la extensión y los límites de las funciones del poder político y del Estado, o la legitimidad.

			Todo trabajo, estudio e investigación politológica, más allá de la descripción, la explicación o la evaluación de algún acontecimiento, comportamiento o actor político, trasciende pues a funciones de indudable utilidad social, tales como las de la interpretación crítica de la realidad política, así como el soporte de asesoría y consultoría dirigido a actores políticos e instituciones para la adopción de decisiones colectivas o la gestión de organizaciones y proyectos públicos (v. gr., técnicos de participación ciudadana o gestores de cooperación internacional).

			Por tanto, y en última instancia, más allá de la descripción y el análisis explicativo, la vocación de toda investigación científica sobre la realidad política permite disponer de argumentos sólidos, rigurosos y exhaustivos que contribuyan al debate y la discusión doctrinal y teórica17.

			En este sentido, la ética en el ejercicio profesional de la Ciencia Política y la Ciencia de la Administración, en sus diferentes perfiles y facetas, se expresa por medio de diferentes principios que tratan de identificar los principales dilemas a los que el/la politólogo/a se puede enfrentar y el modo más adecuado de afrontarlos y resolverlos desde la responsabilidad que supone la actividad académica y profesional de la disciplina.

			El/la politólogo/a debe, no obstante, tener en cuenta una serie de parámetros deontológicos claves, más allá de los cuales su reflexión propositiva puede suponer una extralimitación de su labor investigadora. Más allá de exhortaciones y recomendaciones cualificadas que el/la politólogo/a exponga en el ejercicio de su labor investigadora, las decisiones colectivas tienen reconocida la legitimación popular de las lógicas democráticas en cuanto a la adopción de decisiones.

			De esta manera, se trata de identificar en qué medida el/la politólogo/a queda legitimado para ofrecer pautas de acción política a la ciudadanía, los profesionales públicos o los cargos electos. La evolución histórica de la Ciencia Política ha puesto también de manifiesto una clara vocación normativa basada, como se ha señalado, en la preocupación por el deber ser en las cuestiones resolutivas y decisionales de los procesos y los actores políticos. Esta perspectiva señalada se encuentra en la base de una cierta legitimación del politólogo/a en su dimensión consultiva, académica y eminentemente intelectual.

			Más allá de la advertencia weberiana acerca de la neutralidad axiológica y la objetividad18 del politólogo/a a la hora de exponer y evaluar los diferentes sistemas políticos, es preciso poner de relieve la relación de la Ciencia Política con la democracia, en tanto que ciencia: «[…] de y para la democracia, como ciencia que enseña la democracia, como ciencia en apoyo a la democracia» (Nohlen, 2012). Máxime ante la particular necesidad que la Ciencia Política tiene de desplegarse en un contexto ausente de intervenciones al libre pensamiento crítico (Cotarelo, 1994). No obstante, a pesar de tal función propositiva del politólogo/a, conviene no confundir su tarea con una legitimación para permitir que el/la politólogo/a, en su vertiente profesional específica de profesor, devenga en la figura del «demagogo» o «profeta» a la que alude Weber, y que vulnere la necesaria «probidad intelectual» del politólogo/a, máxime en su deber como profesor, en la enseñanza de la Ciencia Política (Weber, 2007).

			La Ciencia Política y la Ciencia de la Administración, en tanto que Ciencias Sociales que pudieran quedar excesivamente marcadas por un componente acentuadamente positivista, resultarían éticamente neutras, en términos de Strauss (1970). Tal circunstancia supondría, siguiendo a Llano (1999), una suerte de nihilismo que la invalidaría absolutamente. Un componente avalorativo de las Ciencias Sociales basado y centrado en el análisis y la explicación de los hechos y las cosas, respecto de los cuales, conforme a De Imaz: «no se abren juicios de bueno o malo, conveniente o inconveniente, mejor o peor» (De Imaz, 1966), ausentes pues de tales estudios la crítica, la aprobación o la acción programática.

			Ciertamente, de acuerdo con Camps (1999), cabe reflexionar sobre: «¿Cómo separar el conocimiento del mundo del propósito de transformarlo en La República de Platón, en la Ética de Spinoza o en La Gaya?» (Camps, 1999). De este modo, el debate sobre el componente normativo y la función programática de la Ciencia Política y la Ciencia de la Administración remite a la diferenciación entre: 1) la mera «constatación de los hechos», de una parte; y 2) el estudio basado en el «valor de la cultura y de sus contenidos concretos y, dentro de esta, cuál tiene que ser el comportamiento del hombre en la comunidad cultural y en sus asociaciones políticas» (Weber, 2007).

			En última instancia, de acuerdo con Lipset (1959): «ayudar a las acciones de los hombres para fortalecer la democracia fue en cierta manera lo que se propuso Tocqueville al estudiar el funcionamiento de la democracia estadounidense, y sigue siendo quizá la tarea intelectual sustantiva más importante a que aún pueden consagrarse los estudiosos de la política». Así, en el curso de la Historia: «el deseo de comprender el surgimiento de las antiguas dictaduras o de los modernos regímenes totalitarios va acompañado por el deseo de suministrar medios que impidan en el futuro y limiten en el presente la propagación de las tiranías» (Blondel, Duverger, Finer, Lipset et al., 1981).

			Los códigos deontológicos implican el reconocimiento de una serie de principios éticos y de conducta, por medio de los que determinar las responsabilidades del politólogo/a en el desempeño de los diferentes perfiles profesionales, fundamentalmente como investigadores, profesores-docentes, políticos en activo, empleados públicos o como autores intelectuales de obras académicas o de otra naturaleza (ensayos, informes…). A través de tales códigos, se abordan áreas y ámbitos tales como: 1) preservar, observar y hacer uso de las técnicas e instrumentos de investigación más adecuadas a los propósitos de investigación; 2) el rechazo al intrusismo profesional; 3) el mantenimiento de la reputación social y científica de la disciplina y de la profesión; así como 4) los términos y condiciones más apropiados para garantizar la confidencialidad y el consentimiento informado, en la obtención, el archivo, el tratamiento y la publicación de la identidad de los sujetos de una muestra u objeto de investigación.

			La efectividad de la ética en el ámbito del ejercicio profesional de la Ciencia Política y de la Ciencia de la Administración no sólo depende de la aprobación de un código deontológico, sino de un conjunto de acuerdos institucionales que permitan su seguimiento y efectiva aplicación. Los comités de ética permiten identificar y actualizar los catálogos deontológicos, así como garantizar la observancia de los mismos en la práctica de la profesión, mediante la interpretación de eventuales conflictos deontológicos y el establecimiento, en su caso, de las sanciones que corresponda por un obrar negligente y contrario a la probidad de la profesión.
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					1 Cabría entender como ideologías: «[...] a un conjunto de ideas políticas, más o menos coherentes, agrupadas según unas determinadas formas de interpretar/valorar los hechos políticos que sus usuarios efectúan y cómo éstos hacen un uso político de ellas» (Antón, 2004). 

				

				
					2 Con un cierto grado de autonomía, el sistema político interactúa con otros sistemas extra e intrasociales o, de acuerdo con Easton, ambientes, de carácter económico, internacional, social, cultural, psicológico, ecológico, etc., por medio de complejas relaciones cambiantes de interdependencia, a través de las cuales el sistema político: «transmite información, genera actividades y controla resultados» (Vallès, 2004). El sistema político, sometido a numerosas influencias ambientales, opera recabando demandas sociales y apoyos (inputs), a través de los cuales «se encauza, refleja, resume e influye en la vida política una amplia serie de actividades» (Easton, 2007), en forma de conductas de distinto tipo: peticiones, solicitudes, noticias, apoyos, conductas y protestas, que son transmitidas por parte de la ciudadanía y el conjunto de los actores políticos (partidos políticos, grupos de interés) de acuerdo con una determinada correlación de intereses, prioridades y posicionamientos ideológicos. Esta información es procesada por el sistema político, generando decisiones y acciones por parte de las autoridades, a través de los más variados instrumentos de intervención pública [legislación, políticas públicas, «decisiones colectivas obligatorias» (Nohlen, 2012)], con la intención de corregir las situaciones sociales identificadas, y satisfacer o incidir sobre las demandas recibidas. Tales decisiones inician un «circuito regulatorio dinámico» (Nohlen, 2012) de retroalimentación o feedback loop, que: «consta de la elaboración de outputs por parte de las autoridades, de una respuesta de los miembros de la sociedad a estos outputs, de la comunicación a las autoridades de la información relativa a esta reacción, y, por último, de las posibles resoluciones posteriores de las autoridades» (Easton, 2007). El concepto y los procesos de retroalimentación definen la noción de sistema político, e identifican el modo en que los inputs son procesados por el conjunto de los actores y, esencialmente, por parte de las autoridades, generando decisiones colectivas vinculantes que, teniendo un impacto en el entorno, motivan nuevas conductas: demandas o apoyos (Aldeguer, 2014). 

				

				
					3 Cabe tener en consideración la diferencia entre el concepto de Sistema Político y el de Régimen Político, por cuanto este último aborda y permite identificar, desde una perspectiva estática y formal-legal, la configuración del Estado (democrático o autárquico), a partir de la separación de poderes y la relación entre los mismos, la estructura territorial, o el modo de designación y atribuciones propias de la Jefatura del Estado (Molina, 2007). Igualmente, conviene clarificar la delimitación conceptual entre el término sistema político y otras denominaciones que tradicionalmente se habían utilizado en los textos más vetustos, tales como los de gobierno, nación o Estado, tal y como así lo advirtieron Almond y Powell (1981). 

				

				
					4 Carácter vinculante de unas decisiones implementadas al amparo del legítimo uso de la coacción en términos de Weber (2007), asociado a nociones tales como las de poder, norma o autoridad (Dahl, 1963), severas privaciones (Lasswell y Kaplan, 1950) o adjudicación autoritaria de valores (Easton, 1965). 

				

				
					5 De acuerdo con Rawls (2009), la Filosofía política permite conocer, así como clarificar adecuadamente, los principios y los componentes que determinan el funcionamiento de las instituciones y las políticas públicas en el marco, fundamentalmente, de los sistemas políticos democráticos. De ahí que, según Rawls (2009): «la filosofía política no tiene un papel desdeñable dentro de la cultura general de fondo, ya que constituye una fuente de principios e ideas políticas esenciales. Fortalece las raíces de las actitudes y del pensamiento democrático. Ésa es una función que no realiza tanto a través de la política cotidiana, como formando a los ciudadanos y las ciudadanas en ciertas concepciones ideales de la persona y de la sociedad política antes de que se incorporen a la política y en sus momentos de reflexión a lo largo de toda la vida». Así, los cuatro papeles de la filosofía política vendrían dados por: 1. su función práctica en la resolución de los conflictos políticos divisivos; 2. la orientación, en tanto que razón y reflexión; 3. la reconciliación con respecto a la frustración y la ira contra la sociedad, sin que ello implique «una mera defensa de un statu quo injusto e indigno, lo que la transformaría (a la filosofía política) en una ideología (un falso esquema de pensamiento) en el sentido que Marx dio al término»; y 4. poner a prueba los límites de la posibilidad política practicable (Rawls, 2009). 

				

				
					6 Por medio de la perspectiva subjetivo-ideológica: «[…] se argumentaban normativamente los cambios o reformas que se consideraban necesarios para la consecución finalista de una mejor política o gobierno» (Batlle, 2007). 

				

				
					7 Los criterios utilizados por Jerez (1999) para generar esta clasificación última vienen dados por: 1) la configuración de las enseñanzas en el ámbito universitario; 2) los contenidos y la estructura de los mismos, en las obras académicas, tanto monográficas como de revistas especializadas; 3) la organización temática de los diferentes congresos y eventos académicos de la Ciencia Política a nivel internacional. 

				

				
					8 Concepts and Methods; Political Elites; European Unification; Public Bureaucracies in Developing Societies; Comparative Studies on Local Government and Politics; Political Sociology; Women, Politics and Developing Nations; Legislative Specialists; Comparative Judicial Studies; Electronic Democracy; Science and Politics; Biology and Politics; Democratization in Comparative Perspective; Politics and Ethnicity; Political and Cultural Geography; Socio-Political Pluralism; Comparative Public Opinion; Asian and Pacific Studies; Gender Politics and Policy; Political Finance and Political Corruption; Political Socialization and Education; Political Communication; Elections, Citizens and Parties; Armed Forces and Society; Comparative Health Policy; Human Rights; Structure and Organization of Government; Comparative Federalism and Multilevel Governance; Psycho-Politics; Comparative Public Policy; Political Philosophy; Public Policy and Administration; The Study of Political Science as a Discipline; Quality of Democracy; Technology and Development; Political Power; Rethinking Political Development; Politics and Business; Welfare States and Developing Societies; New World Orders?; Geopolitics; System Integration of Divided Nations; Religion and Politics; Military’s Role in Democratization; Quantitative International Politics; Local-Global Relations; Administrative Culture; Socialism, Capitalism and Democracy; The Politics of Language; International Political Economy; Gender, Globalization & Democracy. 

				

				
					9 Los Comités y Grupos de investigación en el seno de la APSA se estructuran a través de las diferentes secciones; a saber: Federalism & Intergovernmental Relations; Law and Courts; Legislative Studies; Public Policy; Political Organizations and Parties; Public Administration; Conflict Processes; Representation and Electoral Systems; Presidents and Executive Politics; Political Methodology; Religion and Politics; Urban Politics; Science, Technology & Environmental Politics; Women and Politics Research; Foundations of Political Thought; Information Technology and Politics; International Security and Arms Control; Comparative Politics; European Politics and Society; State Politics and Policy; Political Communication; Politics and History; Political Economy; New Political Science; Political Psychology; Political Science Education; Politics, Literature, and Film; Foreign Policy; Elections, Public Opinion, and Voting Behavior; Race, Ethnicity and Politics; International History and Politics; Comparative Democratization; Human Rights; Qualitative and Multi-Method Research; Sexuality and Politics; Health Politics and Policy; Canadian Politics; Political Networks; Experimental Research; Migration and Citizenship; African Politics Conference Group. 

				

				
					10 Para un detalle sobre los perfiles profesionales de la Ciencia Política ver, entre otros: Careers and the Study of Political Science: A guide for Undergraduates (6.ª ed., 2006), editado por la Education, Professional, and Minority Intiatives de la Asociación Americana de Ciencia Política (APSA); así como el Libro Blanco del Título de Grado en Ciencias Políticas y de la Administración, Sociología y Gestión y Administración Pública (2005), ANECA, Madrid. 

				

				
					11 Siguiendo a Olías de Lima (2000), la NGP está estrechamente ligada a los fundamentos ideológicos y programáticos del neoliberalismo, de tal modo que, a pesar de que el citado paradigma de gestión pública se presenta como «políticamente neutra», cabe considerar, no obstante, que «esta visión aséptica y tecnocratizada, que tiende a ver la nueva gerencia como una respuesta no menos instrumental que el modelo weberiano (Barzelay, 1992, 176), no puede obviar su amplia inspiración en el pensamiento neoliberal» .

				

				
					12 La noción de cliente supone una redefinición de las formas y modos en que se establecen las relaciones entre las administraciones públicas y el administrado (desde una perspectiva formal-legal), el ciudadano (como usuario de los servicios públicos, y titular de derechos y obligaciones, en un marco diferente de relaciones entre el Estado, la sociedad y el ciudadano) y el cliente, bajo parámetros y criterios de mercado (García Solana, 2000). 

				

				
					13 Podemos entender por privatización, de acuerdo con Valdivieso (2000), como «[…] la transferencia o venta de activos públicos de empresas a personas o entidades privadas en las empresas del sector público de la Administración Central del Estado, en cada una de sus distintas formas de privatización; bien sea mediante privatización total o privatización parcial». 

				

				
					14 Los elementos constitutivos de los servicios públicos, sustentados en los principios de continuidad, igualdad y mutabilidad, vendrían dados por: «[…] el componente orgánico de la persona pública; el elemento funcional de interés general; y el elemento material de régimen jurídico derogatorio del derecho privado o exorbitante» (Zegarra, 2005). 

				

				
					15 Para un conocimiento más extenso y exhaustivo sobre las causas y el desarrollo de la Ciencia Política y de la Administración en España ver, entre otros: Olías de Lima, B. (1977), «La Ciencia de la Administración en España», en Documentación Administrativa, n.º 176, INAP, Madrid; Cotarelo, R. (1994), «La Ciencia Política en España», en Cotarelo, R. (ed.), Las Ciencias Sociales en España. Historia inmediata, crítica y perspectivas, Ed. Complutense y Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid, Madrid, pp. 13-32; Vallés, J. M. (2000), Ciencia Política. Una introducción, Ariel, Barcelona; Baena del Alcázar (2000), Curso de Ciencia de la Administración, vol. I, 4.ª ed. reformada, Tecnos, Madrid; Ballart, X., y Ramió, C. (2000), «Introducción», en Ballart, X., y Ramió, C., Ciencia de la Administración. Tirant lo Blanch, Valencia; y la lección tercera («La Ciencia Política y de la Administración en España»), en Canales, J. M. (2002), Lecciones de Administración y de Gestión Pública, Publicaciones Universidad de Alicante, Alicante. Para un estudio específico del surgimiento, el desarrollo y la consolidación de la Ciencia Política y de la Administración en América Latina, véase Nohlen (2007), Capítulo 1 «Ciencia Política: la disciplina y su estudio», en Instituciones políticas en su contexto. Las virtudes del método comparativo, Rubinzal-Culzoni Editores, Buenos Aires. 

				

				
					16 La extensión y complejidad del sector público implica la necesidad de delimitar su ámbito, no sólo centrando la atención en un concepto restrictivo de la administración pública, sino considerando un vasto entramado de organizaciones públicas que abarcarían, desde la propia Administración General del Estado, de las Comunidades Autónomas y las Entidades que conforman la administración local, hasta, entre otros: las agencias públicas, los organismos autónomos, las fundaciones, las sociedades mercantiles cuyo capital social esté mayoritariamente participado por las administraciones públicas y sus fundaciones, las universidades públicas, el conjunto de las entidades de derecho público dependientes del sector público o con personalidad jurídica propia.

				

				
					17 En el relato cronológico sobre el proceso de institucionalización de la Ciencia Política, Batlle pone de manifiesto la importancia de una cierta tensión conceptual, metodológica y de enfoque o perspectiva, entre el conductismo y el normativismo, en el sentido de que: «[…] el conductismo no asumía una clara preocupación teórica o explicativa y, debido a una perspectiva excesivamente determinista, los conductistas no lograban dar cuenta de fenómenos contemporáneos como el feminismo o las luchas por la igualdad de derechos» (Batlle, 2007). 

				

				
					18 Jerez (1999) sostendrá que la objetividad del/la politólogo/a «es perfectamente compatible con el compromiso ético y político respecto del argumento previamente elegido o con los resultados de la investigación, garantizando así la relevancia de la empresa científica» (Jerez, 1999). 
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